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El Currículum Nacional es la piedra angular
del sistema educativo. Al definir los aprendi-
zajes que deben desarrollar las y los estudian-
tes, considerando por cierto
los distintos contextos geo-
gráficos, en sus definiciones
se establecen los fundamen-
tos para aspirar a la equidad
y dotar de sentido a la edu-
cación. 

Como Ministerio hemos
propuesto al Consejo Nacio-
nal de Educación (CNED)
un proceso de actualización curricular. Al ha-
cerlo, estamos también planteando al país una
discusión sustantiva sobre el presente y futuro
del sistema escolar. No se trata de un ejercicio
meramente técnico ni únicamente de interés
sectorial: este es un asunto de Estado que re-
quiere incorporar distintas visiones y perspec-
tivas para definir en conjunto qué aprendizajes
deberán desarrollar las generaciones venideras
para seguir construyendo sociedad.

Enfrentamos un contexto de aceleradas
transformaciones globales y cambios sociales
profundos. El significativo impacto de la pan-
demia en el sistema educativo y en la vida de
las y los estudiantes, los desafíos de la crisis cli-
mática, el impacto de la IA en el mundo del
conocimiento y el mercado del trabajo, y tam-
bién el descrédito de las instituciones, exigen
que como país avancemos hacia un currícu-
lum actualizado, generoso con nuestra trayec-
toria y atento a los requerimientos del futuro.
Nuestro principal desafío es encontrar ese deli-
cado y preciado empalme entre conocimiento
pertinente, sustentabilidad futura y vocación

democrática. 
Hemos impulsado este proceso con la serie-

dad y rigurosidad que requiere un desafío de
esta magnitud. Entre 2022 y 2023 llevamos
adelante una amplia consulta curricular, con la
participación de más de 800 mil personas, en-
tre docentes, estudiantes y familias, y el aporte
de más de 600 expertos de diversos sectores,
incluyendo académicos de universidades pú-

blicas y privadas, premios
nacionales de educación,
exautoridades, sostenedo-
res públicos y privados, y
organizaciones de la socie-
dad civil comprometidas
con el desarrollo educativo. 

Esa legitimación partici-
pativa, que en sí misma es
una señal potente en tiem-

pos de pulsiones autoritarias, ha sido acompa-
ñada de un trabajo sistemático con la investi-
gación especializada, integrando estudios na-
cionales e internacionales de comparación cu-
rr i cu lar y ponderando la ev idenc ia
pedagógica y los resultados de las mediciones
de aprendizaje.

Como autoridades del Ministerio de Educa-
ción, invitamos a la ciudadanía a seguir partici-
pando en el debate curricular que inaugura-
mos hace tres años para hacernos cargo de las
necesidades del país y del sistema educativo
pospandemia, con una vocación constructiva,
y sobre todo con responsabilidad y respeto de-
mocrático frente a la diferencia. 

En esta trascendental tarea, reconocemos y
valoramos el rol fundamental del CNED como
institución garante de la calidad, rigurosidad y
transparencia de este proceso. La instituciona-
lidad que hemos construido como nación nos
permite contar con un organismo autónomo
que no solo evalúa la propuesta ministerial, si-
no que también contribuye a fortalecerla. Con-
fiamos en que el CNED ejercerá su función con

fidelidad a su trayectoria y a la relevancia de la
tarea que la sociedad ha puesto en sus manos.
No nos cabe duda de que actuará con rigurosi-
dad técnica, imparcialidad y compromiso ab-
soluto con el deber de garantizar el derecho de
niños, niñas y adolescentes a una educación de
excelencia.

Chile necesita un debate curricular a la altu-
ra de la responsabilidad que tenemos con las
actuales y futuras generaciones. Ello nos impo-
ne seriedad, apego a la evidencia y templanza
en el juicio; y también nos exige severidad
frente a la desinformación y las simplificacio-
nes que en momentos críticos tienden a nublar
nuestra evaluación de las políticas públicas.
Participar de este debate supone un estándar
que está ancladoa la convicción de que el currí-
culum no puede ser un instrumento de dispu-
tas banales ni de intereses de corto plazo. Al
contrario, el Currículum Nacional es el pacto
de una nación que sigue creyendo en la educa-
ción como base de su desarrollo y sostén de su
democracia.

En la antesala del inicio del proceso de itera-
ción, cuenten con nuestra plena disposición
para acoger los ajustes que se requierana partir
de las observaciones que recibamos. Nuestro
único propósito es robustecer esta propuesta
alcanzando el respaldo transversal al que aspi-
ra un proceso que se ha caracterizado por su
rigurosidad.

Por nuestra parte, seguiremos trabajando en
esta actualización, con la convicción de que
Chile merece una educación de calidad para
todas y todos, con un currículum que incorpo-
re herramientas para la vida individual y la vi-
da compartida. Así como reiteramos la invita-
ción a ser parte de esta discusión con altura de
miras, reafirmamos nuestra confianza en que
el CNED, como pilar clave de nuestra institu-
cionalidad educativa, cumplirá su labor con la
responsabilidad y el compromiso que este pro-
ceso requiere.

La actualización curricular: una tarea de Estado
“Participar de este debate supone un estándar que está anclado a la convicción de que el currículum

no puede ser un instrumento de disputas banales ni de intereses de corto plazo”.

NICOLÁS CATALDO ASTORGA 

Ministro de Educación

ALEJANDRA ARRATIA MARTÍNEZ 

Subsecretaria de Educación

Corte Penal
Internacional

Señor Director: 
El Gobierno parece estar confundido sobre

lo que puede hacer la Corte Penal Internacional
(CPI) en relación al crimen cometido contra
Ronald Ojeda. Uno se pregunta dónde están las
voces jurídicas en Cancillería. Conviene aclarar
este asunto de una vez por todas. 

Chile no puede “recurrir” o “presentar una
denuncia” ante la CPI. Simple y llanamente ese
instrumento no existe. Lo único (sí, lo único) que
Chile puede hacer es aportar antecedentes al
Fiscal de la CPI para asistirlo en su investigación
por posibles crímenes de lesa humanidad en
Venezuela. Esa investigación lleva más de cinco
años, y el Fiscal puede tomar o dejar de lado los
antecedentes que le envíe Chile; es una prerroga-
tiva de él. No existe ningún escenario en el que
Chile se pueda hacer parte (como interviniente)
del proceso que se lleva a cabo en La Haya.

Considerando lo anterior: ¿Qué pretende el
Gobierno? Basta el sentido común para enten-
der que el crimen de Ojeda, por muy trágico
que sea, no va a mover la aguja en una investi-
gación general por crímenes de lesa humanidad
en Venezuela. La verdad es que el Gobierno
intentó sacar un truco debajo de la manga,
pero nunca entendió de qué se trataba el truco.

Una mejor respuesta habría sido identificar
los ilícitos internacionales en que podría haber
incurrido Venezuela, tales como violaciones al
principio de no intervención, a las normas de
extradición, y a la prohibición de financiar
terrorismo, y luego hacer valer su responsabili-
dad por dichos ilícitos.

BENJAMÍN SALAS KANTOR

Profesor adjunto Universidad de Columbia

Respuesta a una
amonestación

Señor Director:
Respondo al severo raspacachos de los

senadores Insulza, Moreira y Chahuán, por mi
carta sobre la reacción de nuestro gobierno
ante la amenaza de Donald Trump de quedarse
con Gaza.

Lo hago porque, sin especificar, me repro-
chan “posturas acomodaticias”, “debilidad
argumentativa” y “contradicción con la Historia
de Chile”. A nivel de carta grupal me parece un
pelín exagerado. Asumiendo que es una posi-
ción política de la coyuntura y consciente de
que vivimos en un medio ambiente cancelato-
rio, yo solo di una opinión opinable e indepen-
diente. Por eso ahora agrego parte de mis
fundamentos.

Mi opinión parte de la realidad concreta y no
de principios abstractos ni identitarios. Recuer-
do, por tanto, que Trump hace rato se puso
fuera del Derecho Internacional y que su fuerza
supera largo a la del resto del hemisferio. Por
ello, no me parece eficiente conminarlo a
respetar la ley y hacerlo en solitario. Es decir,
sin el apoyo grupal de afines —como han
hecho los senadores para amonestarme— o sin
el respaldo multilateral de la ONU y su sistema. 

Debo añadir que el principio de la legalidad
en materia de conflictos internacionales es solo
uno de los recursos posibles para la solución
pacífica de controversias. Desde Talleyrand y
Metternich a la fecha, nunca un Estado ni una
Cancillería desarrollada se han defendido
invocando solo la legalidad vigente. De hecho, la
historia de las guerras es la historia de la

cartasaldirector@mercurio.cl
Usted puede comentar lo publicado en nuestro blog: 

http//www.elmercurio.com/blogs
Las cartas enviadas a esta sección deben ser cortas,
no exceder de un máximo de 350 palabras y consig-
nar la individualización completa del remitente, in-
cluyendo su número telefónico. El diario no puede ve-
rificar la identidad del autor y reproduce la indicada
por este. La Dirección se reserva el derecho de selec-
cionar, extractar, resumir y titular las cartas, sustra-
yéndose a cualquier debate con sus corresponsales.
No se devuelven las cartas que no son publicadas.

violación del Derecho Internacional
Si se me dice que Alemania, Francia y el

Reino Unido actuaron de manera similar, yo
digo que no debemos seguir creyendo que
somos los ingleses de América Latina, solo
porque nos autoadjudicamos posiciones de
liderazgo. Es evidente que aquellos son países
con espaldas mucho más anchas que las
nuestras y que, por lo mismo, no suelen autoad-
judicarse liderazgos permanentes. Agrego que,
en el caso del rechazo a avalar la guerra de
Irak, el Presidente Lagos ejerció un liderazgo
de coyuntura contra un presidente norteameri-
cano “normal”, con un Chile que aún vivía la
época de la democracia de los acuerdos y
estaba, por tanto, mejor posicionado en la
región. 

Y ahí está mi punto final: el orden de los
factores. Esto significa que, antes de asumir
una posición de nivel estratégico, Chile debe
tener en cuenta su propia posición ante cual-
quier amenaza posible, para fortalecerla y no
para debilitarla.

Posdata. Dicho lo anterior, termino recor-
dando que, entre lo demasiado que he escrito y
enseñado, está mi posición a favor de un
Estado Palestino independiente, un Estado de
Israel con fronteras seguras y un rechazo al
novedoso aislacionismo imperial que pretende
ejercer el actual gobierno de los EE.UU.

JOSÉ RODRÍGUEZ ELIZONDO

Menos gendarmes,
más crimen

Señor Director:
A raíz de la baja importante en los postulan-

tes a Gendarmería, las principales apreciaciones
son la disminución del personal de cuidado,
cuestión que no debiese sorprendernos, pues
los penales han visto aumentada de manera
considerable su nivel de peligrosidad. 

En un año electoral donde más de algún
candidato se refiere a la realidad que se vive en
las cárceles, es fundamental tener presente que
una disminución en la cantidad de gendarmes
se traduce en una disminución del principal
contingente que viene a desarticular las redes
que hoy perfeccionan el crimen dentro de las
unidades penales.

En otras palabras, la formulación de políticas
públicas con extraordinarios procesos destina-
dos a restaurar el orden en los penales quedará
como una sola declaración de intenciones si no
nos preocupamos y tomamos acciones integra-
les que aborden el problema en su conjunto. 

No transformemos la seguridad penitencia-
ria en un eslogan de campaña.

BERNARDITA VALDÉS

Abogado

Metro Cal y Canto I
Señor Director:
Recientemente se anunció que el Metro de

Santiago cerraría uno de los accesos a la
estación Cal y Canto, debido a problemas de
seguridad para pasajeros y a un uso indebido
de dicho espacio público.

No tengo dudas de que Metro ha realizado
un análisis detallado del lugar, y ha evaluado
diferentes alternativas, antes de haber tomado
la decisión de cerrar dicho acceso. Sin embar-
go, lo más preocupante, para mí, son las causas
de fondo tras esta decisión.

Las estaciones y accesos de metro no se
diseñan para que luego se deban cerrar
indefinidamente por dificultades de esta

índole. Si Metro se vio en la obligación de
tomar esta decisión, fue simplemente porque
no dispone de la capacidad de poder atender
dicho acceso con un estándar adecuado. Y
atender adecuadamente estaciones de metro
conlleva recursos.

Del total del presupuesto anual para el
Transantiago, Metro representa apenas un
25%, mientras que un 65% es para la creciente
flota de buses, y el 10% restante es para
servicios complementarios.

Este 25% de recursos que percibe Metro,
apenas cubre el 84% de su costo de operación
anual, pues el 16% faltante Metro lo obtiene de
negocios que genera internamente (arriendos
de locales, publicidad, etc.).

Por lo tanto, la dificultad que está experi-
mentando Metro en operar accesos de estacio-
nes es consecuencia de que no está recibiendo
los recursos necesarios por parte del MTT, que
ha priorizado —cuestionablemente— aumen-
tar la flota de buses por sobre mejorar el
estándar de las estaciones de metro.

LOUIS DE GRANGE C.

Decano Facultad de Ingeniería y Ciencias, UDP
Expresidente de Metro

Metro Cal y Canto II

Señor Director: 
El cierre de un acceso en la estación Puente

Cal y Canto por comercio informal y delincuen-
cia es una decisión lamentable. Si bien la
estación seguirá operativa, clausurar un ingreso
diseñado para mejorar la accesibilidad y efi-
ciencia del metro es inaceptable. En vez de
enfrentar el problema y recuperar el espacio
público, el Estado retrocede, debilitando la
movilidad en Santiago.

La seguridad no se logra con clausuras, sino
con presencia efectiva, fiscalización rigurosa y
un ordenamiento del comercio que recupere el
control del espacio público. Restringir accesos
no resuelve la inseguridad, solo la traslada,
debilitando la confianza en la ciudad y sus
instituciones.

Más preocupante aún es la señal que esto
envía: si la respuesta ante la delincuencia es
cerrar espacios diseñados para mejorar el
transporte público, ¿qué sigue? La solución no
es el repliegue, sino estrategias que fortalezcan
la seguridad y el uso ciudadano de la infraes-
tructura pública.

Defender el metro no es una opción; es un
deber ineludible.

GONZALO HEVIA V.

Arquitecto

Restricciones 
a la agilidad

Señor Director:
El sector exportador chileno se mueve a

toda velocidad, exigiendo respuestas ágiles y
certificaciones inmediatas para mantener su
competitividad en los mercados globales. Sin
embargo, el Servicio Agrícola y Ganadero
(SAG), fundamental en este proceso, enfrenta
serias limitaciones presupuestarias que afectan
su capacidad operativa.

Mientras los exportadores avanzan en
Ferrari, el SAG intenta seguirles el ritmo en
citroneta, con restricciones de viáticos, falta de
personal y vehículos insuficientes para cumplir
con sus funciones de fiscalización. A esto se
suma el reciente recorte presupuestario de
$4.274 millones impuesto por el Ministerio de
Hacienda y la Dirección de Presupuestos

(Dipres), dejando al SAG con un presupuesto
prácticamente congelado respecto de 2024,
pese al aumento de costos y la creciente
demanda de servicios.

Paradójicamente, el mismo gobierno ha
informado que el sector agroexportador creció
un 15% en 2024, superando los US$ 20.000
millones en exportaciones y consolidándose
como el segundo mayor sector exportador del
país, después de la minería. Este crecimiento ha
sido destacado como un hito que genera
empleo y dinamiza las economías regionales.
Sin embargo, mientras el comercio exterior del
país crece, los recursos destinados al SAG para
garantizar su funcionamiento y fiscalización
disminuyen.

Esta realidad no es producto de una mala
gestión del Servicio, sino de decisiones presu-
puestarias que año a año lo dejan al borde de la
inoperancia. Hacienda y Dipres deben entender
que el SAG no es un gasto, sino una inversión
clave para el comercio exterior. Sin los recursos
adecuados no se puede garantizar la certifica-
ción y fiscalización que exigen los mercados
internacionales, poniendo en riesgo la competi-
tividad del país.

Si Chile quiere seguir liderando en exporta-
ciones agrícolas y pecuarias, se requiere un
compromiso real de las autoridades económi-
cas para fortalecer el SAG y permitirle avanzar
a la velocidad que el comercio internacional
demanda.

ELÍAS ARAYA SALINAS

Presidente Nacional
Asociación de Funcionarios del Servicio Agrícola y

Ganadero

Cristianismo e
ideología woke

Señor Director:
Qué ilustradora columna la publicada ayer

por don Patricio Dussaillant. Es cierto que la
ideología woke ha irrumpido en nuestra
cultura con una cosmovisión cuestionable y
hasta peligrosa. Sin embargo, discrepo de
postular al cristianismo como su principal
adversario. Las diferencias entre lo woke y el
cristianismo son evidentes, y así también lo son
las diferencias entre lo woke y lo democrático,
la libertad, el respeto, la prudencia y un largo
etcétera. A mi parecer, el gran adversario del
wokismo es, en definitiva, el sentido común.

VICENTE TAGLE OSSA

Toma de 
San Antonio

Señor Director:
La Seremi de Vivienda, en el litigio con la

familia Correa (cuyo padre fue asesinado por
una mafia de usurpadores), argumentó que la
demolición de las construcciones precarias
requería un desalojo previo de los ocupantes,
que tendría que ser costeado por los dueños y
además debían reubicarlos, como si el déficit
habitacional fuese responsabilidad del propieta-
rio. Finalmente, el Estado perdió el recurso y
deberá costearse con fondos de los contribuyen-
tes. El caso de la megatoma de San Antonio (10
mil personas, 220 hectáreas) que imposibilita
ejecutar las obras de acceso al puerto, es
similar. La Delegación Presidencial solicitó sin
éxito una nueva suspensión por un año del
procedimiento iniciado en junio de 2023, para
formar cooperativas y avanzar en un probable
proceso de adquisición. Los dueños desconocen
acuerdos y el desalojo es inminente. El suelo

tendría un valor de UF 0,76/m² según una
comisión tasadora designada por el fisco al 15
de enero de 2021, enunciando por propio
decreto expropiatorio un parámetro de valor. Si
el terreno es comprado por el Minvu, existe el
riesgo de enviar una señal equívoca a otros
ocupantes irregulares, generando un incentivo
perverso. En caso contrario, el desarrollo logísti-
co seguiría detenido. Internalicemos de una vez
por todas la importancia de las debidas diligen-
cias: prevenir es más barato que indemnizar.

DEMETRIO V. BENITO O.

Perito tasador

Prueba de paciencia
Señor Director:
He tenido la misma experiencia del lector de

la carta de ayer, intentando tomar de manera
oportuna una hora para renovar mi licencia de
conducir en la comuna de Las Condes. Los
cupos de la precaria plataforma online se
agotan en un abrir y cerrar de ojos. Tuve que ir
personalmente a la Dirección de Tránsito para
agendar una hora... ¡para tres meses más! 

Lo que sí tengo claro es que este año, mi
Permiso de Circulación, que cada mes de marzo
pagaba sin demora alguna en la municipalidad
de Las Condes, irá para otra comuna que trate
mejor a sus contribuyentes.

ANDRÉS PRAT A.

Arquitecto

No se oye, padre
Señor Director:
Lunes 3 de febrero: Imacec en diciembre

sube 6,6% y el Presidente Boric celebra el
logro. “Con ello este año Chile habrá crecido al
2,5% del PIB, pese a tantos que afirmaron que
esa meta que nos pusimos era imposible”.
Viernes 7 de febrero: el IPC en enero se dispara
a 1,1%. No se oyen opiniones presidenciales.

ÁLVARO MERINO LACOSTE

Chaqué
Señor Director:
Buena foto publica “El Mercurio” (7 de

febrero) de Fernando Atria junto a su señora en
Londres; muy elegantes ambos delante de un
hermoso carruaje. Me permito precisar que el
atuendo del “frenteamplista” no es un esmoquin,
sino un chaqué, atuendo muy usado en el Reino
Unido para ceremonias oficiales, como prenda
de elegancia, que honra el acontecimiento para
el cual uno se viste. Muy usado también en Chile
(cada vez menos, eso sí) como atuendo de los
novios en su matrimonio religioso. 

Ojalá estemos asistiendo a un cambio positivo
en recuperar el aprecio por el buen gusto, la
belleza del buen vestir y su formalidad, requeri-
das para ciertos cargos y ocasiones, gracias a
esta foto que don Fernando ha publicado en
redes sociales.

PEDRO BECKER RENCORET

En plena Guerra
Fría, preocupaba en
Chile la tirante relación
con los vecinos países
del norte. “A través de
las informaciones
cablegráficas han
circulado cada vez con
mayor intensidad y
destaque los
despachos sobre una
carrera armamentista
chileno-peruana y una

situación de incertidumbre acerca de las vinculaciones con Bolivia”,
señalaba un editorial de “El Mercurio” del 5 de febrero de 1975.

En el caso de Bolivia, había roto relaciones diplomáticas con
nuestro país en 1962. El 8 de febrero de 1975, sin embargo, en la
estación ferroviaria de Charaña, los gobernantes de ambos países,
Augusto Pinochet y Hugo Banzer, respectivamente, dieron un paso
que cambiaría las cosas. En el acta de la cita —donde se consignó
que la reunión había sido una iniciativa de Chile— anunciaron la
voluntad de restablecer relaciones diplomáticas y de iniciar un
diálogo amplio que incluiría entre sus temas la mediterraneidad del
país altiplánico. 

Fue en ese contexto que, en diciembre de 1975, Chile propuso la
idea de un canje territorial. Este implicaría la entrega de una franja a
lo largo de la frontera con Perú que le daría acceso al mar Bolivia; a
cambio, La Paz cedería una porción de territorio equivalente a Chile.
La fórmula, de acuerdo con el Protocolo Complementario del Tratado
de Lima, de 1929, debía ser consultada con Perú. Torre Tagle demoró
largamente, para finalmente plantear su propia propuesta, que
implicaba la conformación de un territorio bajo soberanía compartida
por los tres países, lo que para Chile resultaba naturalmente
inaceptable, frustrando toda la negociación. 

El episodio dejó claro que el tema de la mediterraneidad boliviana
dependía de factores que iban más allá de la voluntad de nuestro
país. Con todo, el desgaste del proceso fue deteriorando la relación
con La Paz, que en 1978 volvió a romper relaciones diplomáticas. 

Años después, en 2013, Bolivia demandó a Chile ante la Corte
Internacional de Justicia (CIJ) de La Haya, alegando una supuesta
“obligación de negociar” una salida al mar por parte de nuestro país.
Para sostenerlo, usó, entre otros documentos, el acuerdo de Charaña.
En 2018, la Corte rechazó la pretensión boliviana. “El hecho de que un
determinado punto sea negociado en un momento, no es suficiente
para que surja una obligación de negociar”, declaró el tribunal en su
sentencia, otorgando así un fallo favorable para Chile.

El “abrazo de Charaña”

E L  M E R C U R I O  H A C E  5 0  A Ñ O S

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

08/02/2025
  $1.099.140
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
       5,34%

Sección:
Frecuencia:

ACTUALIDAD
SEMANAL

Pág: 2


